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CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE TUNGURAHUA - SALA; PENALDE; LA

Cocimiento ypolución de la presente causa, aesta Sala Penal. Para hacerlo, se consrdera:
PRIMERO.- JURISDDCION YCOMPETENCIA

Convención Americana sobre Derechos Humanos.-

SEGUNDO.- VALIDEZ PROCESAL

justicia yala tutela imparcial yexpedita de sus derechos (75).-

TERCERO - FACULTAD IMPUGNATORIA

invocadas.-

CUARTO -FUNDAMENTACION DEL RECURSO

uno omas artículos de la Con^™^ d resuelve una Acción de Protección
sentencia emitida por el Juzgado de Trabajo de Uuito, en ei q (Ambato), se prohibe
que ordena la prohib^
tal entrada yse trata de una acto normativo de un gomeno a Constitucional.

otorgadas.-

QUINTO.- ANTECEDENTES

Los señores: PABLO ANDRÉS CARLOSAMA MOREJON, MARTIN FELIPE OGAZ OVIEDO



Municipio de Ambato eIntendente de PoliTnnvPnl ' f qU£ SC °rdene ^ue eI

^r0t¿^~
persona/ asisten '̂d^^S^^JÍ^r1""""" *'"
brevedad urgente (sic) ala audiencia, por cuanto la Fe^se rea izra el, ?%?, ^^ C°"
de darse, se vulnerarían los derechos descritos en la petición * ^ ^^ meS y

coX Í M™ftt^%t^T 'r^ 'a,UnÍdad JUdÍdal Prime™ *™-*«

principios de legalidad yde seguridadS» P h „ Irr°8ad° Un graVe PerJuicio a los-edad posiolf, para ¿tSTS,»~¡^£5^^^T"
SS^Z'Sa.^solicitad0'por imp— - - «*- - -
^recelSerle n^l"™' ÍnterP°nen reCUrS° de ^™ >°s '<**•»*•, activos,
SEXTO.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

La Constitución de la República, al hablar de los derechos de protección en su Art 75 ,e" ,toda persona tiene derecho al acceso írrahiitn » i» ;. .,• • lt*-uon> en su Art. 75, señala que
expedita de sus derechos. ConcStS el 1Tfb'd * ^ ^^ ^^ *
podrá proponer las acciones nrevTtaTel^rt ,-,• m' S6nala qUe CuaIquier Perso™dondePsePorigine e, ¿ToT££ oSTl^ffi «ST^I j~ *? T
sx^'SSractivos'han—- »** ^ "--"d;ss
"c^^ de ^rantías Jurisdiccionales y
violación de los derechos reconocidos en 1CZ j ,*"" ^ ^ ° CeSar Ia amenaza °derechos humanos. Las iLdXcfutdare deberá T'V'" "StrUmenÍ0S internacionales sobreevitar odetener tales como ^rZ n^ , adecuadas ala violación que se pretende
prevenir odetene la vio ac ó í—nZ"?™^ T *^^ °PCrSOna ^ Pod-la visita al lugar de lo S
libertad", E" Nmfiun ^ se Podrá ord™ar medidas privativas de la

Corresponde por lo tanto al Tribunal de la Sala establecer <¡i p„ i
particulares, ' estaDlecer S1 en el proceso, constan dichos

SÉPTIMO, LO ACTUADO

%^^z^x^:£^:*Teideducida por ios ™ p*>-ad de legrados activos, «¿%2&°%£Z£%2=£5feS
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personal ylos derechos de las niñas, niños, yadolescentes (ínteres superior, atenc on pnortai.a)
Con respecto alo primero, señalan que las corridas de toros terminan en la muer edel animal y
llegan a ser una experiencia traumática a niñas y niños y que constituye por lo mismo, una
afectación al derecho ala integridad, según los Tratados Internacionales yla Constitución, que en
su Art 45 señala que las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la integridad tísica y
psíquica, lo que también es señalado por el Art. 50 del Código de la Niñez yAdolescencia, siendo
como es oblación del Estado, según el numeral 4del Art. 46 de la Constitución, el adopta
medidas que aseguren al grupo antes señalado, la protección yatención contra todo tipo de
violencia Que según los tratados internacionales, que son de aplicación directa einmediata, según
el Art 425 ibídem yque tales tratados deben ser aplicados no solo per se, sino debe concurrir el
corpus iure, que considera las normas de derecho suave por su valor jurídico. Se invoca la
Observación General No. 13 del año 2011, en cuanto que existe el derecho del niño ano ser objeto
de ninguna forma de violencia y, la recomendación de las Naciones Unidas aun Estado parte que
debe dar prioridad ala eliminación de las otras formas de violencia en contra de los niños (2006
A/61/2991 Que de llegar apermitir el ingreso de niñas yniños alas corridas de toros se hace caso
oliso ala obligación del Estado de proteger el bienestar psicológico aeste grupo de atencon
prioritaria siendo deber del Ministerio del Interior la custodia del orden publico en las corridas de
toros a través de la Policía Nacional, para que los niños no sean objeto de actos violentos que
ocasionen futuros perjuicios en su contra. Con respecto alo segundo (derecho de ninas, niños y
acescentes), invocan el numeral 4del Art. 46 de la Constitución de la República en cuan oel
Estado debe adoptar medidas que aseguren la protección yatención contra todo tipo de violencia,
maltrato sexual ode cualquier otra forma. Que el Art. 35 señala la atención prioritaria que deben
reeibTr en los ámbitos públicos yprivados. Que el Art. 66 en el literal b) reconoce una vida libre de
volenda en dichos ámbitos siendo obligación del Estado el adoptar las medidas necesarias para
prevenir eliminar ysancionar toda forma de violencia, en especial, contra el grupo mencionado.
QuTel Código de la'Niñez yAdolescencia, en sus Arte. 11, 48, 49, y75 establece el ínteres
superior del niño yla disposición atoda autoridad administrativa yjudicial ymas, el deber de
ejecutar sus decisiones yacciones para que se cumpla; como debe promocional yvincular la
práct ca de juegos tradicionales; programas yespectáculos que no afecten al desarrollo mtegral de
Ls nñas, nLid yadolescentes; que es prohibido el ingreso de dichos integrantes aespectáculos
cacados como inconvenientes para su edad y que el Estado debe planificar medid
administrativas, legislativas, pedagógicas, de protección, atención ycuidado, para erradicartoda
forma de maltrato yabuso. Que para dicha protección integral el Consejo Nacional de la Niñez y
Adolescencia, expidió el Reglamento para la Regulación de Programas yEspectaculo^y_que^e
espectáculo oprograma para niñas, niños yadolescentes, no deben contenerviolenciaxtremao
sistemática; que puede atentar asu integridad moral opsíquica yla intimidad personal ofamiliar
QueZíbien la Convención sobre Derechos del Niño estable la consideración primordial al
rnterés^uperior del niño. Que la resolución 001-DPER-DINAPROT-54351-2013, emitida por la
Defensoría del Pueblo, declara que los espectáculos taurinos con tratos crueles alos toros, vulnera
el derecho a una vida libre de violencia.- Solicitan que la jueza ordene que el Municipio de
Ambato yel Intendente de Policía, prohiban el ingreso de niñas, niños yadolescentes menores de
Vftóos ala "Feria de Ambato Nuestra Señora de la Merced", los dias 15 y16 de febrero de este
año (2015) - Que se ordene que la DINAPEN controle el acceso de las personas asistentes, de
acuedo al mecanismo previsto para el efecto, solicitando las cédulas de las personas; que se
presuman sean menores de 16 años.- Se convoque ala audiencia con brevedad urgente (sic)po
cuaiTla feria se realizará los días indicados yse vulnerarán los derechosRescritos en, ta
demanda. Adjuntan en copias el Reglamento papa el Acceso aEspectáculos Públicos, R. ONo
118 un artículo de prensa sobre una información de DINAPEN sobre el ingreso de menores de 16años aespectáculos'públicos y, de la Resolución NO. 001-DPE-DINAPROT-54351-2013, de la
Defensoría del Pueblo de Ecuador,

En la audiencia convocada para el efecto, a la que asisten 1«* ^¡^f^™?
ANTONIO MONCAYO RODRÍGUEZ Y PABLO ANDRÉS CARLOSAMA MOREJON,
aristidos de su Defensor. Ab. John Núñez Salazar; el Ab. Milton Leónidas Arroba Bermudez,
Defensor del Pueblo; y, los legitimados pasivos; Ab. Christian Ornar Viera Gaybor, Delgado de la
fto3ura Gen ral del Esldo; Abogados Galo Eduardo Pico Pico yMarco Antonio Lara
Granes ofreciendo poder oratificación de los personeros del GAD de Ambato; el señor Juan



Oswaldo Caravalí Caicedo, Intendente General de Policía de Tungurahua, acompañado de su
Empr^ClTOTufisT ^ ^ P'lT"^^^^ ^—doraldicnl. delEmpresa CITOTUSA S.A, es concedida la palabra al señor Iván Moncayo Rodríguez, quien en la
calidad que lo hace, manifiesta que el Consejo Consultivo de la Niñez, Niños yAdolescentes
indicaba que quienes no cumplían 12 años, no deberían acudir ala corridas de toras; que eeS
que causa en los mnos es impactante ydestructivo, pues se lidiaba ymataba ye por ello que
aZe\Unmat Tme T^-" ** ^ *^ ^^"^ ^ SÍMe e" ™-~vesangre y matar a animal, dijo que para él era un arte; pero un psicólogo dijo que era una

di ociacion, pues los mños al asistir aestos eventos, lo que hacen es'taparsf los ojos over para
otro lado; que solo 8 países practican este deporte (sic); que la mayoría de os países de
Latinoamérica están cortando (sic) estos eventos; que la ONU yla UNICEF observaron aPortuga!
yColombia, instándoles aproteger el interés prioritario de niños yadolescentes, para que no sean
v,o entados. Que en aras de dicha situación solicitan se observe ycontemple tal prioridad Por ü
parte el otro legitimado activo, através de su Defensor, Ab. John Núñez, señala que la demanda es
clara yprecisa; que el Consejo de la Niñez expidió el Reglamento para l IteguS^
Programas yEspectáculos Públicos en el que se establece que los menores de 16 ata no pueden
as.st.r a esos eventos. Indica lo que es el espectáculo público; así como las prohibiciones
contenidas en los Arte. 10 y 11; que las autoridades no debían haber inobservado es a
L?ErprsrcTTOPTUSAarsTÍSOfy "'^'T™ ^ *<& PErmÍS0' S°IÍdta Se Ia *»<=^La Empresa CITOTUSA S.A., a través de su Procuradora Judicial, señala que se cita a dicha
Empresa y debe investigarse quiénes organizan la Feria Taurina de Ambato. Niega lo
fundamentos de hecho yde derecho expuestos en la audiencia. Manifiesta que tiene el pfrm so
para los días domingo 15 ylunes 16 de Febrero de 2015, anombre de la Plaza de Toros ZbaTy
su representada nada tiene que ver; que no tiene más que decir, pero pide se rechace de plano ll
ccon yse condene apagar costas yhonorarios profesionales. Se reserva el derecho apresentar la

demanda por danos y perjuicios. El Gobierno Autónomo Descentralizado de Ambate™
"la lt' de CGal° f °rSeñaIa qUS kha" heCh° ^ ^ "» "> error a,a juezaTues^ £75 de la Ley de Garantías Consütuconales, al pedir que la Municipalidad y la Intendencia
prohiban el ingreso de menores de 12 años; cuando el Art. 6del COOTATJ habla sobre la garanto
ent larmla ŷ r ^eXPldÍÓ Un aCt° n°rmatÍV° P°r d^ Se §enera ™dere<*° genefa yloentrega para que se tenga como prueba: No se trata de un acto administrativo dice y que de
acuerdo al 404 del mismo Código, los interesados deben presentar en la Corte ConsSucionaí su
impugnación a los actos normativos. Alega que la jueza no es competente para analizar a
normativa de la Municipalidad de Ambato, como así lo establece también el Art 75 ibídem m
Ab. Marco Lara, señala que establecida la competencia, corresponde analizar la reglamentación en
cuanto a apetición de los legitimados activos; pues los municipios reglamentan"obre ,-
espectáculos públicos; apoyándose en el Art. 5del COOTAD y23sfque la Municipalidad ha
manifestado que los menores deben estar acompañados de un adulto. El Ab Christi nVie a a
nombre de la Procuraduría General del Estado, se adhiere alo expuesto por fof ep esemant'e
—pales, pues es un acto normativo de carácter general yla señora Juez'a es incomp e ea
MLTONa ARROBA T^ ^Íp 1™*""' C°ntenC¡0S° ° la ™^ministrativa. El ÁbMILTON ARROBA, Defensor del Pueblo, señala que según el Art. 215, es protector de los
derechos humanos y de la naturaleza; que sobre la base del Art. 2 de la Ley d Co„t o
nZTZT ' Presenta,un escnt0 de Ami™ Curiae yque al haberse presentado un acción poparte de la Defensora, el juez competente resolvió aceptando la petición yratificando las medicas
cautelares dispuestas en auto inicial, ordenando la prohibición de ingleso atodo sítalo
£3 aEnn0te7d°en«enr 3"T? v?• ^ "" **^ '"* p- *Sala deTo Cv"'Laboral, El Intendente General de Policía, através de su Defensor, Dr. Ángel Bonilla manifiesta
vTevttí Fen HdImer "i SÍd° demandad° yqUe dIntendente SÓI° «¿e cum '̂ir«yleyes del Ecuador; que los colegas del Municipio hacen notar que existe una normativa yquTla
Intendencia es el ultimo filtro para otorgar permisos, En las réplicas, los legitimados activos
insisten en que deben prevalecer los derechos de los menores según el Art. 13 del ffi
Niñez yAdolescencia; que la prueba presentada por CITOTUSA í escuálida yque de acuerdo
Art. 83 numeral 6de la Constitución al no presentar documentación amplia, se entenderá por no
expuesta ypide se resuelva.- El señor Iván Moncayo, insiste en los peligros xpuestos yque's ha
vdencado la presencia de mucho alcohol. El Ab. Galo Pico, manifiesta que el permiso no se lo

hizo porque se les ocurrió, sino porque se presentó documentación ylos niños de 12 años ya son

•V
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considerados adolescentes yque la resolución establece el acompañamiento de un adulto. Piden
4. ^ se rechace la acción planteada.- El Ab. Viera, señala que la jueza n^s ™mPfen%P^™ ™;

El señor Defensor del pueblo, solicita se garanticen los derechos de los niños. El Dr. Bon, la
señala que las autoridades están para hacer cumplir las leyes ypide se resuelva conforme ala ley
y la sana crítica (de lajueza),

OCTAVO, ANÁLISIS DEL TRIBUNAL DE LA SALA

Cuáles son entonces los derechos constitucionales que dicen los accionantes han sido violados?

Serán los legitimados activos: a) El derecho ala integridad personal, que según el Art. 45 de la
Constitución de la República, tienen los niños, niñas yadolescentes debe respetarse; integridadJue es pe-nal, físicafpsicológico, cultural, afectiva ysexual; b) El derecho de la,; ninas niños y
adolescentes, que tienen interés superior yatención prioritaria y, que según el Art. 46 4de la
Constitución debe el EstadO adoptar medidas que aseguren la protección yatención contra todo
upo de violencia, maltrato ocualquier otra forma ocontra la negligencia que provoquen tales
situaciones Que también deben recibir atención prioritaria y especializada según el Art. 35
bMem lo que concuerda con lo establecido en los Arts. 11, 48, 49 y75 del Código de la Nmez y

Adolescencia que de manera general, consideran el interés superior del mflo; yla obligación de
femover programas yespectáculos públicos adecuados, que no afecten al desarrollo integral de los
niños que efprohibido el ingreso de los mismos aespectáculos calificados como inconvenientes

* para s'u'edad Todo, en referencia alas corridas de toros o"Feria de Ambato Nuestra Señora de la
Merced", organizado por CITOTUSA, adesarrollarse los días 15 y16 de Febrero, promocionando
el evento para el ingreso de menores desde los 12 años,

Al proponerse una acción de medidas cautelares, deben observarse los requisitos aque «aya lugar:
El/Lt 27 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional, dice al
Lecto". cuando la jueza ojuez tenga conocimiento de un hecho por parte de cualquier
persona que amenace de modo inminente ygrave con violar un derecho oviole un derecho. Se
considerarTgrave cuando pueda ocasionar daños irreversibles opor la intensidad ofrecuencia de
avtladón No procederán cuando existan medidas cautelares en las vías administrativas u
ordinaria, cuando'se trate de ejecución de órdenes judiciales ocuando se interpongan en la
acción extraordinaria de protección de derechos".

Es requisito entonces, que el juez debe tener conocimiento de un hecho que amenace de modo
inminente y grave, con violar un derecho.-

"Daño operjuicio inminente es aquel daño operjuicio que puede verificarse súbitamente de un
momento aotro, yen general se dice inminente de una cosa ode un hecho que se ventara opTá verificarse "en uS brevísimo espacio de tiempo", Tratado de Derecho Procesal C,v,l, V
Proceso Cautelar, Ugo Rocco, Edit. Temis, Depalma, Bogotá, 1977, pag. 432,

Tal daño debe ser grave para que proceda considerar el otorgamiento de una medida cautelar
^ LmoTas solicitadas'por los actores. Y, que en efecto, se pretenda violar un derecho; que es

tógicamente protegido por la Constitución y los instrumentos internacionales de derechos
humanos.-

En la especie aquello es lo que ha sucedido ytomando la Jueza aquo con fundamento, el
Redamen o para el Acceso alos Espectáculos Públicos que afecten el Interés Superior de Nina ,
W Adole centes, publicado en el R.O. No. 118, del 7de noviembre de 2013, que er,, suArL
11 establece la prohibición de las corridas de toros, para las personas menores de 16 anos, ha
resuelto conceder las medidas solicitadas,

Los legitimados pasivos, según escrito que consta de fojas 121 yvita., solicitan se revoquen las
med dfs cautelares dispuesta!, puesto que "...no se ha observado la normativa legal vigente, ya
tetase concedido las medidas cautelares, se ha irrogado un grave perjuicio alos principios de
"ad yde seguridad jurídica que es necesario reparar ala mayor brevedad, puesto que de no



el Ueiensor del Pueblo, la Jueza mega la revocatoria pedida, sustentándose en lo principal aue la

anos yque no existe la certeza que pueda volver aser vulnerados los derechos

La Corte Constitucional, sostiene "...la forma de analizar un pedido de revocatoria de medidas
cautelares autónoma es, por una parte, que ese cumpla con esas medidas por parte tíe la persona
accionada yque se mforme al juez sobre su cumplimiento. Hecho esto, conforme ar í uloT5 de
de™sy,r?rrganlCa GarantíaS Jurisdicci™al<* yControl Constitucional, demandado dfbeíademostrar que se evito o interrumpió la violación de derechos, o que el pedido no ten a
fundamento Luego de ello, la jueza ojuez constitucional debe dicto el correspondiente auto no?el que confirma orevoca, motivadamente, las medidas cautelares, el c^ST^
CPn: ddeTdXr2013S-tableCÍdO ^"Le/' Semenda 03«3-SCN-CC, <££££-£
Los Municipios de acuerdo al COOTAD, Art. 5, tienen autonomía yse rigen mediante normas v
órganos de gobierno propios. Ninguna función el Estado, según el Art 6ibídem n autoridad

por el Consejo de Nacional de la Niñez yAdolescencia en cuvo Art 11 í:? «i .

ratiiicada por el Ecuador, según consta del R.O. No. 400 del 21 de marzo de 1990

No es que se viola acriterio de este Tribunal, la autonomía consagrada en el COOTAD; sino que

1
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el acto contenido en la Ordenanza Muncipal que regula los festejos taurinos en Ambato, tiene la
calidad antes señalada.-

Y, que ha existido fundamento para solicitar yconceder las medidas cautelares demandadas, es
verdad.-

NOVENO, RESOLUCIÓN

En base adichas consideraciones ysin que sea necesaria ninguna otra, este Tribunal de ja Sala

i^rXTSXnSSd^. Fabián Usinia ŷMargarita Mayorga Alcalde
dercantón Ambato; Procurador Síndico del Municipio de Ambato ySecretaria del Consejo
Cantonal de la Niñez yAdolescencia d^Amtetoríespectivamente, Cúmplase con lo establecidoen eT 38 de la Ley Orgánica de^antías Iu3dicdp»d»^ntxol Constitucional. Para lo
™ue remítase copias hábiles del praíente Auto ah^ort¿Constitu¿u>al, Notifiquese,

€$¿><

DR. MA
IVAN ARSENIO

Certifico:

SABANDO CORREA EVELYT
SECRí

En Ambato jueves dieciseis de abril del dos mil quince, apartir de las ^^orasy^¿^!
^¿r^SéoavpfD°oLl=iqNe Se^SSg^Z^^ONIC, en >a -, NOa - ŷ electrónico
cffi£¡M£SN PABLO W'ooKb» MARTIN EELIPE Y

reo^dectíZ ^pegdiabluma.org; CÁRTAMA MOREJON PABLO en e, corre
electrónico p.rasa.bihari@gmail.com; CARLOSAMA( MOTEJON PABLO YOTROS en e

5™^i,=T™o;v,ss'¿ ¡¿¿¿¿si»?=
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AUTÓNOMO DESCETRALIZADO DE AMBATO en la
sjuridico@ambato.gob.ec. Certifico:

SABANDO CORREA E

RAUL.MONTERO

títesNo. 79 y correo electrónico
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